
W
TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

s

Jan o rol¡ ntill n¡
s ia de la Sale Scgunda

ffiilililItilililiilt
EXP. N " 02I'19-20I3-PHD/TC
LIMA
FELIX CORDOVA MONSERRATE

RAZÓN Dtr RtrLATORiA

La resolución lecaída en el expediente 02149-2013-PHD/TC es aquella qr¡e

declara INFUNDADO cl recurso dc agravio constitucional ¡, está conformada por ios
votos de los magistrados R¿mos Núñcz. Ledesma Nañ,áez y Espinosa-Saldaña Ba era,
este últinlo corvocado para dirimir la discordia suscitada en aulos. Se deja constancia
qr¡e los magistrados co¡cuerdan en el sentido del fállo y la resolución alcanza los tres
votos conlormes, tal como lo prevé el añículo ll, primcr pánafo del Reglamento
Non¡ativo del Tribunal Constitucionai en co¡cordancia con el artículo 5, cuafio párral'o
dc su Ley Orgáúica.

Lima, 12 de novicmbre de 2018

Dicha resolución va acompañada por ios votos singulares de los magisfados
Blune Iortini y Ferrero Costa. quierl también fire llamado para dirimir la discordia.
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VO'I'O DEL MAGISTRADO RAMOS NÚÑE,Z

Visto el recu¡so de agravio constitucional interpueslo por don Félix Córdova

Monserrale contra la resolución expedida por ia Scxta Saia Civil de la CoIle Superior de

Justicia de Lima. que declaró fundada, en pañe, la demanda de autos-

ANTECI'DENTES

Con fccha 4 de ab¡il dc 2012, el recu(eDtc interpone demanda de habeas data

contra la Oficina de No¡malización P¡evisional (ONP) solicitando la entrega de copias

ccrtificadas o fedateadas del ExpedieDtc Administmtivo 12300225010/ Decrcto Ley
19990, más el pago de costas y costos. Manifiesta que Ia entidad demandada se ha

negado táci1a e injustificadamente a entrega¡ dicha documentación no obstante haberia

requerido adn]inistrativamente.

Con fecha 23 de mayo de 2012, la entidad emplazada se ailana a la demanda y,
en consecuencia, indica que no le coresponde el pago de las costas y costos del
proceso.

l,a Sala revisora conñnna la apelada en todos sus extremos

Dl rccurrenle interpone recurso de agmvio constitucional solicitando el pago de

costos invocando la jurisprudencia del Tribunal Constitucional, al considerar que el

Lstado solo sc encuentra exonerado del pago de costas y no ie resulta aplicable el
ar1ículo 413 de1 Código Procesal Civil. Alirma que, en su caso, coícsponde solo la
aplicación dcl afticulo 56 del Código Procesal Constitucional.

FUNDAMENTOS

El recuüente solicita, mediante el recurso de agravio constitucional, se condene
al pago de costos procesales a la entidad emplazada en atención a lo dispuesto
por el articulo 56 del Código Procesal Constituciollal. Dcbo precisar que, pese a
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El Octavo Juzgado Constitücional dc Lima, con fecha 30 de julio de 2012,

declaró fundada la demar.da de habeas ddta al considerar que de autos sc evidencja que

Ia cntidad dema¡dada no ha cnt.egado Ia inlormación solicitada. Adicionalmente, al

considerar que se allanó a la demanda, dispone qrie de conformidad a lo prescrito por el

artículo 413" (l¡1,??) del Código Procesai Civil, la dcmandada se encuentra exenta del
pago de costas y costos del proceso.
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que la demanda fuc estimada por las dos instancias judiciales, se desestimó el
cxtrcmo relativo al pago de costos, cn aplicación del prcccpto normativo
oontenido cn el artícLrlo 413 dcl Código Procesal Civil.

2. El aÍiculo lX del Titulo Prcliminar del Código Procesal Constitucional establcce
que, liente al vacio y defecto de la ley, son dc aplicaci(rn, entre otras lüentes del
dcrccho, los códigos p¡ocesales añnes. Er consccuencia, y a fin de determinar si
me corresponde o no cstimar la prctcnsión del recurrente en el prcsente recuÉo
de agravio, cs indispensable que acuda a las disposiciones pertincntes del
Código Procesal Civil, más aun si, tal y como se prevé en cl artículo 56 del
Código Procesal Constitucional, "[e]n aquello que no csté expresamente
establecido en la presente Lcy, los costos se regulan por los aniculos 410 a 4i9
del Código Procesal Civil".

EXP, N.O 02 1,19.20 I 3.PIID/TC
LIMA
IÉLIx CÓRI)oVA MoNSERRATI

3. Advierto, que confonne lo establece el artícr¡lo 413 del Código procesal Civi1, la
exoneración del pago de costos y costas opera a.,quicn reconocc o se allana a la
dcmanda dent¡o del plazo para contestarla". Así, a fojas 16 obra el ailanamiento
plantcado por la Oficina de Normalización previsional. [n ese tcnor. cn
cumplimiento del requerimicnto del juez, el representa¡tc de la enti<jad
dcmandada lcgalizír su ñrma. tal y como consta a sas 21. por Io que aprecio
qrrc. electir:rmcnre. la ONP se ¡ll¿no a la demald¡.

agravio coüstituciol1al
Pot eslos t'u,tdamenlos consi ue dcbe declararsc INFUNI)ADO el recurso dc

Lo que cerlif¡co

ri^rvlos NÍrÑl,tz
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4. Por tal motivo, considero que el recurso dc agravio coñstitucional debe scr
desestimado.

L
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VOTO DE LA MAGISTRADA I,EDESMA NARVÁEZ

Con el debido respeto por la dccisión dc mis colegas magislrados, estimo quc cn los
procesos constitucionales en los que la parte emplazada se allana a la demanda dentro del
plazo que tiene para conleslarla, debe exonerársclc dcl pago de los costos procesales,

aplicando supletoriamente lo dispueslo en el artículo 413, último párrafo, del Código
Proccsal Civil; por lo que, el recurso de agravio constitucional lormulado por el recurrenle
debe declararse INFUNDADO.

El artículo IX del Titulo Prcliminar del Código Procesal Constitucional establece

En caso de vacío o dcfccto de la presente ley, serán de aplicación sL¡pletoria los
Códigos Proccsalcs afines a la materia discúida, siempre que no contradigan
los fines dc los procesos constitucionales y los ayuden a su mejor desarrollo. En

defecto de las normas supletorias citadas, el Juez podrá recurrir a la
jurisprudencia. a los principios generales del derecho procesal y a la doctrina.

.^ su turno, el articulo 56 dcl rnismo código. rcgulando los coslos procesales en los
sos constitucionalcs. scñala

Si la sentencia declara lundada la demanda, se inrpondrán las costas y costos
que el Juez establezca a Ia autoridad, funcionario o persona dcmandada- Si el

amparo Iuere desestimado por el Juez. éste podrá condenar al dcmandantc al
pago de costos cuando estime que incurrió en manillesta temeridad.

En los procesos constitLrcionales el Estado sólo p!¡ede ser condenado al pago de

costos,

En aquello que no esté expresamente establccido cn la prcscnte Ley, los costos

se reg!¡lan por los articulos 4I0 a 419 del Código Proccsal Civil.

El allanamiento procesal no es una materia que esté prevista en el Código Procesal

Constitucional. pues el citado artículo 56 cstá referido a la condena de costos, pero cuando
la pane emplazada es vcncicla cn juicio producto de un contradictorio. El caso de autos no
sc trata de un vencimienlo en esos lérminos, sino de la estimación dc la dcmanda porque cl
empl:¿zL\do de molu proplio no ha puesto resistcncia a las pretensiones del demandante. De
tal suele que no es aazonable aplicar el artículo 56 cn forma automática, dado <¡ue no se

cumple '\otalmente" con su supucsto fáctico. Porel contrario, en vistaqueel presente caso
presenla una propiedad adicional rclevante que no ha sido considerada por el artículo 56,
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consistente en el hecho del emplazado que renuncia a defenderse en el proceso, debe

concluirse que la solución general de dicho artículo adolece de un vacío legal que debe ser

i¡rtegrado por el jLrez oonstitLrcional.

Siendo así las cosas, y atendiendo a que el artículo IX del Código Procesal

Constitucional autoriza aljuez a acudir a otros códigos procesales afines para subsanar los
vacíos de la ley, debo de concluir que debe aplicarse el úrltimo párrafo del artículo 413 del
Código Procesal Civil que ordena la exoneración del pago de costos y costas a "quien
reconoce o se allana a la demanda dentro del plazo para contestarla". Iln ese sentido, dado
q!¡e a fo.jas 2l y 23 obra el allanamiento total de la demandada, debe exonerárselc dcl pago

de costos procesales-

Por tales fundamentos, mi voto es porque se declare INFUNDADO el rccurso de

agravio constitucional

I,EDESMA N Z

S,

ffiililtilil ilililI
EXP. N.. 02149-20 r3-PHD/TC
LIMA
FÉLIx CóRDovA MONSj]RRATE

w
I

..../. -.2-,.t, ¿r-...4.......
FLáúIO.REATÉGUI APAZA
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Lo que cettifico
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VOTO DEL MAGISTRADO ESPINOSA-SALDAÑA BARRERA

Coincido con el sentido de los votos emitidos por los magistrados Ramos Núñez y
Lodesma Na¡váez, en mérito a las razones alli expuestas.

"1Á)
(

Lima, 2 de.julio de 2018

Lo
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Discrcpo, muy respetuosamenle, del voto de ¡¡ayoría que declara infundado el recurso
de agravio constitucional y, en consecuencia, exonera del pago de costos procesales a la
Ollcina de Normalización Previsional, pese a haberse declarado fundada la demanda de

hdbeds alolo interpuesta por don Félix Córdova Monserrate contra la Oficina de

Normalización Previsional (en adclantc ONP), por afectación al derecho de

autodelerminación informativa, en procura dcl dcrccho a Ia pensión.

Considero que debe declararse lundada la dcmancia cn cl extremo materia del recurso
de agravio constitucional y, por tanto, condenarse a Ia dcmandada al pago de costos
procesales, en aplicación del artículo 56 del Código Procesal Constitucional, por las

consideraciones que paso a desarrollar de acuerdo con el siguiente esqucma:

l. Los antecedentes del caso
2. Lajurisprudencia constitucionalen materia de costos procesales
3. Los argumentos del voto de mayoria
4. Los argumentos a favor de la condena al pago dc costos procesales, en aplicación del

artículo 56 del Código Procesal Constitucional
5 El ¿nálisis del caso mareria de controver5ia
6. El sentido de mi voto

Con fecha 4 de abril de 2012, el reclrrrente interpr¡so deñanda de habeas data cotlL.a
la ONP. mediante la cual solicita la enlrega de copias certillcadas o ledateadas del
Expcdicntc Administrativo 123002250I 0/Decreto Ley 19990, más el pago de costas
y costos.

1.2 Con fccha 23 dc mayo de 2012, la entidad emplazada se allanó a la demanda e indicó
qr¡e no le corresponde el pago de las costas y costos del proceso.

1.3 Con fecha 30 de julio dc 2012, cl Octavo Juzgado Constitucional dc Lima declaró
fundada la demanda por considerar que de autos se evidencia que la entidad

I

I

VOTO SINGUI,AR DEL MAGISTITADO ERNESTO BI,UME FORTINI. EN f,L
QUE CONSIDERA. QUE DEBE DECLAILARSE FUNDADA I,A DEMANDA EN EL

EXTREMO IMPI]GNADO Y, EN CONSECUENCIA, CONDENARSE AL, P^T]()
DE COSTOS PIIOCESALES A LA OFICIN^ DE NORMALIZACIO¡-

PREVISIONAI,

I

Página I de 14
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demandada no ha enlregado Ia infofl¡ación solicitada. Adicionalmente, al considerar
que se allanó a Ia demanda, dispuso que de conformidad con lo prescrito por el
artículo 4l3 (ln li"¿) del Código Procesal Civil. Ia dcmandada sc cncuentra cxcnta dcl
pago de costas y costos del proceso. Por su parte. la Sala revisora coniirmó Ia apelada
cn todos sus extremos.

1.4 Ill rccurrente interpuso recurso de agravio constitucional para solicitar el pago de
costos invocando 1a .iurisprudencia del Tribunal Conslitucional, pues considera que el
Estado solo se encuentra exonemdo del pago de costas y que no Ie resulta aplicable cl
artículo,1l3 del Código Procesal Civil, dado que en su caso corresponde solo la
aplicación delartículo 56 del Código Procesal Constitucional.

2. La jurisprudencia constitucional en materia dc costos procesales

2.1. EI Tribunal Constitucional, en reiterada. unilorme y consolidada jurisprudencia, ha
establecido lo sigLriente:

(...) e1 artículo 56 del Código Procesal Constitucional establece expresamentc
que'si la sentencia declara fundada la demanda, se impondrán las costas y
costos que el Juez establezca a la autoridad, fLlncionario o persona
demandada'y que'en los procesos constitucionales el Estado solo puede ser
condenado al pago de coslos.
()
En aquello que no esté expresamente establecido cn la presente Ley, los costos
se regulan por los artículos 410 al 419 del Código Procesal Civil'.

De ello se desprende quc no habría ¡ingún vacío legal que cubrir, por lo que
tcnicndo en cuenla el extremo de la sentencia cuestionada quc, pese a estimar Ia
dcmanda, eximió del pago de costos procesales a la cmplazada, bajo el
argumento del allanamiento oportuno, contraviene el texto expreso del arliculo
56 del mencionado código, qr¡e, conlorme ha sido expuesto, establece la
obligatoriedad del órgano judicial de ordenar el pago de costos procesales ante
el supucsto de declarar'se lundada la demanda constitucional, constituyendo el
pago de costos consecuencia legal del carácter fundado de la demanda, incluso
en los supuestos en que la ernplazada se allane. Cuanto más si el allanamiento
prcscntado implica en verdad un reconoci¡¡ieoto de la conducta lesiva realizada
por la cntidad emplazada, quc si bien permitió resolver prontamenle Ia
pretensión, €llo no significa que no se haya vulnerado €l derecho a la
autodeterminación info¡¡ativa del rccurrcnte, quien se vio obligado a solicitar
tutela judicial a fin de obtener la restitución dc su derecho por el desinterés de

Página 2 de 14
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Ia emplazada, lo cr¡al le ha generado costos tales como el asesoramiento de un

abogado, los cuales deben ser asL¡midos por Ia emplazada a modo de condena
por su accionar lesivo. Por consiguiente, en la medida que el Código Procesal

Constitucionalregula expresamenle esta siluación, no resulta aplicable lo
prcvisto en elartíoulo 413 del Código Procesal Civil, toda vez que no existe un

vacío o delecto legal que permita la aplicación supletoria de dicho código en

cuanto al pago de costos del proceso.

En tal senlido, la interpretación realizada por el ad quem conlraviene el texto
expreso del afticulo 56 del Código Procesal Constitucional aplicable al
proceso de hábeas data conlorme Io dispone el afticulo 65 del cilado código,
qL¡e eslablece la obligato.iedad del órgano jurisdiccional de ordenar el pago de

costos procesales anle el supueslo de declararse fundada la demanda
oonslitucional.

En consecuencia, la imposición de este tipo dc mcdidas no sólo resulta
arreglada a derecho conlorme ha sido enunciado, sino quc rcsulta necesaria para
el luncionamiento de una jurisdicción constitucional que pueda sa]vaguardar
electivamente los derechos fundamentalcs dc los particulares (STC I 126-2013-
PHD/'l C. lundamentos 3 a 6).

En cl mismo sentido se han emitido los siguientes pronunciamientos: STC 1997-
20I3-PIID/TC, STC 703-20 I 3-PHD/TC, STC I I79.20 I3.PHD/TC, STC 1634-
2013-PHD/rC, S]'C s 5 8-2013-PHD/TC, STC l8t-2013-PHD/TC, STC 2837-2013-
PHD/TC, S'IC 4506.20I3-PI ID/TC, STC 569-2013-PHD/TC, S-IC 4893-2012-
PA/TC, STC 973-201 3-PHD/TC], STC 64ó-2013-PHD/TC. StC 1t4t-20t2-
P}ID/TC. STC 97'7-20\3-PHDII'C, S'TC 34] I-20I3-PHD/TC, STC 222-20I3-
PIrD/TC. STC 3264-20 l2-PHD/]'C, STC 3426-201 2-PHD/TC, Sl'C l1l9-20l]-
PHD/TC, STC 776-20 I3.PHD/TC, STC 43 8-2O I 3-PHD/TC. S1'C 2776.20II-
PHD/TC, STC 3 I 34-20 r 2-PHD/TC, STC 28 t0-2012-PHD/TC. StC 539-2013-
PIID/TC, STC 236 ]-20I2-PHD/'TC, STC 974-20 ] 3-PHD/TC. S']'C 20O,2OI3-
PHD/TC, STC 65-20 t 3-PA/TC, S]'C 4958-20 t I-PA/TC. STC 4424-20I2-pHUl] C.
SIC 3 5,1-2013-PHD/TC, STC 543-20 I3-PHD/TC, STC 3 I79.20 ]2-PI.ID/TC. STC
2600-2013-PHD/]'C, Sl'C 2847-20 r l-pA/TC, STC 3238-2012-pHD/TC, STC 92-
2012-PHD/TC, STC 4ls8-20r 1-PA/TC, STC 4171-2012-pA/fC, STC 3154-2012-
PHD/TC. STC 209-2013-PHD/IC y STC s79-2013-PA/TC.

La consolidación de este criterio jurisprudencial sc cncuentra respaldada incluso por
diversos fundamentos de voto:

2.2

Página 3 de l4
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Del exmagistrado Alvarez Miranda (h¡ndamentos de voto en los Expcdicntcs
973-20l3,pHD/tC, 511-2013-HD/TC, 200-2013-HD/TC, 569-2013-HD/TC,
646-20r3-HD/TC,2837-2013-HD/TC. 1 81-201 3-HD/TC, 776-20 t 3-r rD/TC.
ss8-20r3-HD/r'c, 21s0,20r3-HD/IC, 438-2013-HD/',t'C, 977-2013-HD/TC,
97,1-20 I 3-HD/TC, 2600-20t 3-t tD/rC, 209-201 3-HD/t C, 222-2013-HD/TC,
539-2013-HD/TC, I t26-20t3-HD, 703-201 3-HD/TC, 65-2013-HD/TC);

Del magistrado Urviola Hani, (Expedientes .1506-20 I 3-PHD/ lC, 2837-2013-
PHD/]C, 2600-20I3-PliD/TC, 3I54-2012-PHD/TC, 34II-2013-PHD/TC,
2847 -2013-PAll C, 2361-20 I2-PI lD/TC, 417 I -2012-P AITC y 4424-2012-
PHD/IC); y

Del voto dirimente del
PA/ rC).

cxmagislrado Callc Hayen (llxpediente 1158-201 l-

Quienes dcfcndieron la condena del pago de costos contra la ONP en los supuestos
que se haya presentado un allana¡¡iento.

Por ejemplo, el cxmagistrado Álvarez Mirancla, suscribiendo la posicion
consolidada sobre la materia. opinó lo siguiente a través dc sus reiterados
fundamentos de voto:

[...] no puede soslayarse, bajo ningún punto de vista, que si bien el artículo IX
del Título Preliminar del Código Procesal Constitucional permite la posibilidad
de aplicar supletoriamente otros códigos procesales, ello se encuentra
s!¡peditado a la existencia dc algún vacío en la regulación de determinada
situación por parte del Código Procesal Constitucional y siempre que ello no
dcsvirtúe la naturaleza de los procesos constitucionales.

il

Sin embargo, el artículo 56o del Código Procesal Constitr¡cional establece
expresamente güe "§i la sen¡e cia declara fundada la demanda, se impondrán
las cosíos y costos que el .luez estdblezca a la autorida¿, fu cionario o persona
denandada" y que "en los procesos consfiluciotlales el Estado.rób puede ser
condenado al pago de costos", por lo que no existe ningún vacío legal que
cubrir

Por ello, el extremo de la sentencia cuestionada que, pese a estimar la demanda,
eximió del pago de costos p¡ocesales a la emplazada, contraviene el texto
expreso del al1ículo 56o dcl mencionado código, que conforme ha sido
cxpuesto, establece la obligatoriedad del órgano judicial de ordenar cl pago de

Página 4 de 11
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costos proccsalcs antc el supuesto de declararse fundada la demanda
constitucional, constituycndo uno (cl pago dc costos) consecuencia legal de lo
otro (el carácter fundado de la demanda). incluso en los supuestos en que la
emplazada se allane.

Y cs quc, e¡r la ¡¡edida que el Código Procesal Constitucional regula
expresamente esta siluación ("Principio de Ley Especial prima sobrc la Lcy
Ceneral"), no.esulta aplicable lo previsto en el artículo 413'del Código
Procesal Civil, máxi¡ne si se tiene en cuenta que si el actor sc vio obligado a

recurrir a lajusticia constitucional luejustamentc por la desidia de la emplazada
que, a lin de cuentas! terminó conculcado el dcrccho a la autodelerminación
info ¡ativa del recurrente.

Es más, Ia lógica del razonamiento esbozado por las instancias precedentes
podría inclusive desincentivar a la ONP la contestación oporluna de este tipo de
solicitudes, pues así no cumpla dentro de los plazos establecidos con entrcgar la
documentación requerida (a pesar de que no existe ninguna razón para negar lo
peticionado), su dcsidia e ineficiencia sólo repercutiría negativamente en el
demandante quien no sólo tendría que soporlar el agravio manifiesto a su
derecho fundamental a la autodeterminación inlormativa sino que también
tcndría que incurrir en una serie de costos dc carácter económico pues asi cl
proceso de hábeas data no se cncucntre su.jeto a tasas judiciales ni requicra
nccesariamente de la firma de un lctrado. acceder a la justicia constitucional
importa la irlogación de gastos que si bicn son en cieÍa lorma aminorados al
eximirse al litigante de tales requisitos (o al menos de la obligatoriedad dc
conlar con el asesoramiento de un abogado), no puede negarse no sólo quc
cxistan sino que. en detcrminados supueslos, la carcncia de recursos
cconómicos de los agraviados les imposibilite revertir tales violaciones al
citado derecho lundamental.

Así mismo. lampoco pucde quedar inadvertido quc lo resuelto tanto por el a
qr¿) como por el ad quen, no toma eD cuenta quc la presente demanda no es
lruto de un hecho aislado sino quc por el contrario, obedcce a una práctica que
debe ser dcstclrada no sólo porque implica la conculcación de los derechos
h¡Ddarnentales de quienes solicitan sus expcdientes adminislrativos, sino por.qr.re

la mayor parte de tales causas tcrminerán judicializándose eñ el luero
constitlrcional ralentizado la tramitación de otras que si rcquieren de lutela
urgente (externalidad negativa), a pesar dc que no existe argumcnto.iurídico
válido quejustifique negar la entrega de tal inlonración,
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En tal sen¡ido. la intcrprctación realizada por las instancias judiciales no rcsulta
contliluciondlmenle .tdecudda, en especial, cuando ha de interpretárscla ¿/¿r.13

el sentido que lc irradia la Constitución y la propia lógica de los procesos

constitucionales, que como ha sido desarrollado de manera reiterada por este

Colegiado, no pueden ser corrprendidos ni analizados exclusivamente desde las
perspectivas desarrolladas por la tcoría gcncral dcl proccso, dadas las
particr¡laridades del derecho procesal constitucional

Por consiguiente, la imposición dc este tipo de medidas no sólo resulta
arrcglada a dcrecho conforme ha sido csgrimido ln/ra sino que rcsulta necesaria
para cl luncionamicnto de una jurisdicciórr constitucional quc pueda

salvaguardar efectivamente los dercchos fundamentalcs dc los padiculares.
(|undamento de voto emitido e¡r el expedjente 4506-2013-HD/TC)

^simismo. 
a su turno, el magislrado Urviola H¿ni ha manifestado lo siguiente

[...] considerando que en virtud Idel aniculo 56 del Código Procesal
Constitucional] debe enlenderse que en aquellos casos en los cuales se declara
fundada una demanda en el marco de un proceso constitucional constitr¡ye una
consecucncia legal de dicha decisión el que la paÍe demandada sea condenada
al pago de los costos dcl proccso. En ese sentido, no habria lugar a la aplicación
supletoria del articulo 413 del Código Procesal Civil, en consideración del
artículo lX del TÍtulo Preliminar del Código Prccesal Constitucional. en la
medida en que nos encontramos ante un supuesto expresamente regulado por el
articulo 56 del Código Procesal Constitucional.

Sin crnbalgo, a pesar de que dicho argumento rcsulta corrccto en términos
generalcs. considero que la decisión del lribunal en cl presente caso se

encuentra fundamcntada también en razones que atañen a la conducta procesal
de la parte emplazada y a la incidencia de dicha conducta en los derechos
fundarnentales dcl demanda¡te, que otorgan aún mayor fortaleza argumentaliva
al lallo del prescnte caso que el argumento al quc hc hccho alusióñ en el
lundamento I supra. Dichas razones pueden ser resumidas. de un lado, en el
reconocimiento del acto lesivo del dcrccho fundamental a la pensión del
demandantc por parte de la emplazada y, dc otro lado, en los inceñtivos
perversos de orden cconómico que pueden generarse con la cxcepción al pago
de costos procesalcs como efecto del allanamiento de la dcmandada.

En efecto, el hecho de que la emplazada se haya allanado en los términos que
expresa el último párrafo del artículo 413 del Código Procesal Civil no implica
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que no se haya vulnerado el derecho invoca<lo por el demandante. Dicho
allanamicnto implica, por el contrario, un reco¡locimiento cxpreso de la
conducta lesiva por parte de la enlidad emplazada, la cual generó justamente la

necesidad por parle del demandantc dc solicitar tutela judicial mediante el

presentc proceso constitucional, con los consecuentes costos que ello implica
(tales como el asesoramiento dc abogado), los cuales corresponden ser

asumidos entonces por la emplazada a modo de condena por su accionar lcsivo.

De otro lado, la decisión de exceptuar a la entidad emplazada de la condena al

pago de costos en casos como el de autos en atención al allanamicnto, en

aplicación del artículo 413 del Código Procesal Civil, puede traer como
consecuencia la generación de un desinccntivo a la ONP p¿ra no lramitar con la
debida diligencia y atención las solicitudes de pensión como la planteada por el

demandante. Dicho desincentivo consistiría en que, conocicndo Ia ONP que la
no atención de Io solicilado en el plazo opoftuno o que el cálculo indcbido de la
pensión podrían dar lugar a un proceso judicial en su contra cuya conclusión
puede lograr posteriormente a través del allanamicnto sin asumir los costos

originados por dicho proccso. esta ya no estaria interesada en atender
prontamente tales solicitudes por cuanto los procesos judioiales que podrían
generarse a consecuencia de tal dcmora únicamente correrían por cuenta de los
ciudadanos perjudicados. quienes, a la par que ven vulnerado su deaecho

constitucional a la pensión, se verÍan obligados a asumir también el costo
procesal por dicha !ulneración. A mayor abundamiento, cabe considerar
inclusive quc la interposición de sendas demandas de amparo originadas por
este tipo de conducta por parte dc la ONP podria dar lugar a un inneccsario e
injustificado incrcmento de Ia carga procesal de la.jurisdicción constitucional,
lo cual implicarÍa dcmorar Ia tranritación dc aquellas causas quc sí rcquicrcn dc
tutela urgente.

Por tales razones, considero que en casos coll1o el presente la condena a Ia

emplazada al pago dc los costos procesales se encuentra plen am ente .ju stificada.
en estricla aplicación del artículo 56 del Código Procesal Constitucional.
(|undamento de voto enritido en el expediente 341 1-2013-HD/TC).

Iln otm oportunidad, el magistrado UNiola Hani también opinó

En linea con la disposición lcontenida en el artículo 56 del Código Procesal
Constitucional], resL¡lta evidente que la imposición del pago de costos por parte
del Estado en una sentencia estimatoria recaída en un proceso constitlrcional
está contemplada en el Código Procesal Constitucional y no en el Código
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Procesal Civil como erróneamsntc sc allrma en la sentencia cueslionada de

lojas 5 a 6 vuelta, po( Io que los magistrados emplazados han vulnerado el

derecho del demandante a Ia debjda motivación dc las resoluciones judiciales,

razón por Ia cual la demanda debe ser estimada, con la expresa condcna de

costos en cuanto refiere al presente proceso, confbrme a lo estipulado en el
mencionado artículo 56 del Código Proccsal Constitucional 1...1. (Voto en

discordia cmitido cn el expcdicntc 4158-201 l-PA/TC)

Ill cxmagistrado Calle I Iayen. siguiendo esta posición, expresó lo siguiente

[...] se advicrte de las piezas procesales que mediante Resoluciór1 N'377 de
fccha 23 de agosto del 2010, [que] Ia Prinrera Sala Civil de Ia Corte Superior de
Justicia dc Lima Nofie contlr¡ó la sentencia venida en grado que declaró
fundada la demanda de habeas data; sin embargo, deseslimó el extremo referido
al pago de costos, pues sostiene en su lirndamento 4.9: '[q]ue respecto al

extremo del pago de los coslos a cargo de la paftc dcmandada, debe
considerarse que conlorme a lo dispuesto por el articulo 413' del código
Procesal Civil, las Municipalidades como gobicrnos locales, se encuentran
exoneradas de la condena de costos y costas del proccso, por lo que la apelada
dcbe revocarse e¡ dicho exlremo [...]'.

El arliculo 56" del Código Procesal Conslilucional en su segundo párrafo scñala
que [e]n los plelcsqs lq!§liIlqionalcs cl Estado sólo p!e!!c ler !a!dr!ar!a !l
pllgelqqa§ttar (subrayado mio).

Es de apreciarse de autos que el juez ordinario ha realizado una incorrecta
apreciación y aplicación de los dispositivos legales con respecto al pago de las
costos por parte dc instituciones del Estado, remitiéndose al Código Procesal
Civil, cuando debió aplicar lo dispuesto en el arliculo 56'dcl Código Procesal
Constitucional, por tratarsc de un proceso constitucional, por lo que nos
encontramos tiente a una clara violación del derecho a la debida motivación de
las rcsoluciones .iudiciales.(Voto dirimente emitido en el cxpcdiente 4158-201 I-
PA/1'C)

Finalmente, es preciso resaltar que este criterio también fue respaldado, en su
mome¡to, por la actual cornposición de Ia Sala Primera del Tr¡bunal Constitucional:
como es de verse de la Sentencia 3239-2012-I,HD/TC v de la STC 1930-2013-
PHD/TC.
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3. Los argumentos de Ia resolución de mayori{

La resolución de mayoría, al abandonar u¡a consolidada postura amparista del
'lribunal Constitucional, que este h¡ fbrjado, presenta una tesis insólitamcntc
conlrari¿ a la j!¡risprudencia anles anotada, si¡ sr¡stentar las razones de tan negativo
cambio de posición; hccho que, adcmás, considcro trastoca cl principio de

predictibilidad judicial y la seguridad .iurídica. En líneas generales, se afirma:

El recu¡rente solicita mediante el recurso de agravio constitr¡cional, se condene
al pago de cotos procesales a la entidad e¡¡plazada en atención a lo dispuesto
por el arlículo 56 del Código Procesal Constitucional. l)ebe precisarse que, pese

a qL¡e la demanda [ue eslimada por Ias dos instancias judiciales, se desestimó el
extremo relativo al pago de coslos, en aplicación del precepto normativo
contenido en elartÍculo 413 del Código Procesal Civil.

De este modo, el Tribunal advierte que, conforme lo establece cl a¡iiculo 413
del Código Procesal Civil, la exoneració¡ del pago de costos y costas opera a
'quien reconoce o se allana a la demanda dentro del plazo para contestarla!.
Así, a lojas l6 obra el allanamicnto planteado por Ia Oficina de Non¡alización
Previsional. Iln ese tenor, en curnplimiento del requerimiento del juez, el
representantc de Ia entidad demandada Iegalizó su firma, tal y col¡o consta a
lojas 21. Por Io que se aprecia quc. cfcctivamenle, la ONP se allanó
debidamente a la demanda planteada.

Por tal motivo. este Tribunal Constitucional considera que el rocurso de agravio
conslitucional dcbe ser deseslimado (fundamerrtos I a 4, sic).

En rcsumen, la resolución de mayoría sostiene que el allanamiento no se encuentra
rcgulado en el Código Procesal Co¡stitL¡cional, ya quc sostiene que el arliculo 56

1.2
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El aÍícLrlo IX del 'litulo Prclir¡inar dcl Código Procesal Co¡stitucional
establece que, frente al vacío y defecto de Ia ley, son de aplicación, entre otras
luentes del derecho, los códigos proccsales afines. En consecuencia, y a fin de
determinar si corresponde o no estimar la prctcnsión del recurrente en el
presente recurso de agravio, es indispensablc acudir a las disposiciones
pertinentcs dcl Código Procesal Civil, más aún si, tal y como se p.evé en el
articulo 56 dcl Código Procesal Constitucional,'[c]n aqucllo que no esté
expresamente establecido en la presente [,ey, los costos se regulan por articulos
410 a ,+l9 del Código Procesal Civil'
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está referido a la condena del pago de coslos cuando la postura de la parle

emplazada haya of'recido resistencia frentc a la pretensión. Sin embargo, según la

mayoría, en el presente caso no ha existido un cnfrenta¡niento de posturas, debido a
que el allanamiento dc la emplazada se produio lfiotu proprio. Por ello, consideran
que no resulta razonable aplicar de mancra automática Io dispuesto por el artículó
56 del Código Procesal Constitucional.

Los argumentos a lavor de la condena al pago de costos procesales en

aplicación del artículo 56 del Código Proccsal Constitucional

El Código Procesal Conslitr¡cional, que se crigc como 1ex spec¡alis ei los proccsos
constitucionales, reconoce en su referido aÍículo 56 que, de declararse tirndada la
dcmanda. la parte vencida debe asunrir cl pago de costos. Eljusto propósito de la
referida ¡orma corresponde al dcbcr de la parte demañdada de cubrir los gastos en

que haya incurrido la parte demandante en un proccso, cn que la demandada,

precisamentc, ha sido la causante de su iniciación. De ahí quc carezca de todo
scntido que una persona que se ha visto at¡ctada cn cl ejeroicio de sus derechos
lundamentales tenga que asL¡mir los costos dcl proceso que se ve obligada a

promover por cL¡lpa de aquella; máximc si los procesos constilucionales soo de

naturaleza y alcances distintos dcl rcsto de las controversiasjudiciales.

Por ello, no debemos perder de vista que la materia controvertida en los procesos

conslitucionales son derechos lundamentales. los cualcs cn sí mismos son relevantes
para nueslro sistema jurÍdico, en Ia medida que son inherentes y consustanciales al

ser humano, asi corno irrenunciables e indisponibles. Al respecto. es neccsario tcncr
en cuenta que las pretensiones que pueden y deben ser materia de procedencia en

este tipo especial de procesos de urgencia, so¡ aqucllas en las quc sc denuncie un

acto !r o,¡isión que genere une lesión real en el derccho invocado.

En tal sentido, no cabe aparejar, sin más, Ias reglas procesales aplicables a procesos

ordinarios y no tomar en cuenta la naturaleza tuitiva de los procesos

constitucionales, pues no cs lo mismo someter a litigio una controversia sobre el
pago de una suma de dinero (que es disponible), que someter una controversia
relacionada a la restitución de la eficacia de un derecho lundamental (que es
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,1.1. Los costos procesales, de conformidad con el arlícL¡lo 4l I del Código Procesal

Civil, son los pagos relacionados con los honorarios del abogado de la parte

vencedora, más L¡n cinco por ciento dcstinado al Colegio de Abogados del Distrito
Judicial respectivo pa¡a su lrondo Mutual y para cr¡bdr los honorarios de los

Abogados en los casos de ALrxilio Judicial.
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indisponible), ya que es evidente que ambos casos plantcan fon¡as diversas sobre Ia
conclusión del proceso, dada la diferencia de la naturaleza de la pretensión
demandada.

Por ello, cl ellanamienh en ambos casos tiene cfcctos diferentes. En el primer
supuesto. nos encontraremos ante una corllroversia en la cual las pades pueden
pactar la disponibilidad de Lrna acreencia, a la que incluso pueden llegar a renunciar
en su cobro si así lo deciden molu proprio; micntras que la lesión de u¡ derecho
fundamental se encuentra inlimamente ligada a la cxistencia mis¡na del Estado
Constitucional, que irnplica, necesariamenle, un compromiso de todos de respetarlos
y ptolegerlos, teniendo cn cLrenta la asunción de responsabilidadcs intemacio¡ales
fie¡te ¡ li ciudádania en gcncral. que exige de Ios paÍses firmantcs de los pactos
internacion¡les de rlrrerhos humanos , brindar Ias garantias suficicntes e idóneas
para el ejercicio de dcrcchos lundamentales. que son cl núcleo básico de toda
socied¿d democrática contemporánea. como lo cs la peruana.

4.6 Del misnro modo, no deben dejarse de advcrtir los et¡ctos que, en la práctica, puede
generar una decisión orientada a eximir dc costos procesales a la parte dcmandada
debido a su allanamicnto. En electo, de asumir la posición que presenta la mayorre.
la parte demandada en los procesos constitucionales gozaría de la posibilidad de
incurrir en amenazas o violaciones de derechos fundamentales. las cuales incluso
podrían prolongarsc al interior del proceso. Así, dc no aslrmir el pago de los costos
procesales. no existiría ningún inconveniente cn incurrir en dichos actos lesivos, sin
que ello genere alguna consecuencia jurídica, ya que, con slr allanamicnto. no
tcndría que asumir ninguna clase de responsabilidad- De este modo, el único
perjudicado del proceso, y no solo por la vulneración de sus derechos
fundamcntalcs sino, además, por el pago de los coslos que gencre el proceso. sena
el demandantc; posición que revela un cnfoque huérlano de constitucionalidad y
preñado dc lcgalismo, inadmisible en un Estado Constilucional.

Artículo 25, iúcho 2 de l¡¡ Convcnción Americana de Derechos Hum¿nos
Los Elados Pades se.ompromelen:
a) a gar.ntizar que la autorid¿d conrperente previta por cl sifema tegat del Estado decidirá sobre tos

derechos de toda persona que interponga lalrec!¡su;
b) a desa[ollar las posibilidades de recursojudicial, y
c) a ga¡antizar el cumplinriento, por las ar¡oridades competcnles, de toda decisión en que se haya estimado

procedente elrecureo.
Artículo 2, numeral 2 del Pácto lnternac¡onal de Derechos Civiles y Políticos
2. Cada Estado Parte se compromete a adoplar, con arcglo a süs procedimientos conslitucionales y a tas
disposjciones del prcsente Pacto. las medidas opotunas para dictar las disposiciones legislativas o de otro
carácter que fueren necesarias para hacer efectivos los derechos rcconocidos en e1 presente pacto ) lue no
estuviesen ya garantizados por disposiciones legislativas o de olro carácler.
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'leniendo en cuenta ello, no es procedenle ni constitucional admitir la aplicacion
supletoria de un supucsto legal regulado para procesos judiciales cn los que las
materias controvertidas son de libre disponibilidad. cuando la naturaleza propia de
la tutela judicial de los proccsos constitucionales es la restitución de la cficacia de
derechos l'undamentales qLre son por es¡3ncia, indisponibles. Admilir lo contrario
implicaríadesco¡ocer la finalidad de lajurisdicción conslitucjonal.

5. El análisis del caso mafcria de controversia

Expuesto los argumentos por los cuales discrepo abiertamente de la resolr¡ción de
mayoría! paso a sustentar las razones por las cuales considero que corresponde
cstimar la demanda en el caso concreto de autos. en el extrcmo materia del recurso
de agravio constitucional.

A mi consideración, corresponde declarar fundada la demanda en el cxtremo del
pago de costos por los siguientes lundamentos:

b) El acto lesivo dcnunciado produjo efcctos negativos en la csfera personal del
de¡nandanle, debido a que vio lrustrado cl eiercicio de su derecho de acceso a la
inlormación personal. Este hecho lue reconocido por la ONP e impulsó al
recurfenle a solicitar tutelajudicial a fin de restablecer los elcctos de sL¡ derecho
li¡ndamental; actividad que, en su caso particular, supuso la contratacjón de una
abogada, tal y como se aprccia de lojas 7. l3l, I19, 152 y 174 de autos.

c) De acuerdo con la petición del recurrente y el artículo 160 (le la Ley 27444,
"Los administrados, sus represenlantes o su abogado, tienen derecho de acceso
al expediente en cualquier mo¡rento de su trámite, así como a sus documentos,
antecedentes! estudios, informes y dictámenes, obtener certificaciones de su
estado y recabar copias de las piezas que contiene, previo pago del costo de las
mismas", trámite que, p,ara el 2 de marzo de 2012, fecha del requerimiento
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a) Aun cuando el pago de costos fue promovido como una pretensión accesorir,
ello no enerva su vinculación directa e inmcdiata con la tutela del dcrecho
fundamental invocado, pues es claro que en el presente caso, el juez de primer
grado idcntificó como lesiva la conducta de Ia ONP dc no entregar la
inlormación solicitada por el recurrcntc; hecho que resulta indiscutible, dado
que fue la propia entidad demandada quien admilió la lesión del derecho al
allanarse a la demanda; es decir, rcconoció que no cumplió con la e¡trega del
Bxpedicntc Adminislralivo 1230022501o/Decreto Ley I9990 al demandante
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previo del demandante (f.2), contaba con un procedimiento regulado por la Ley
de Transparencia y Acceso a Información l,ública que no hre cumplido por la
ONP.

d) El extrcmo materia de rccurso de agravio constitucional, al ser una pretensiún
accesoria peticionada en la dcmanda de¡egada, procede a ser revisada por el
'fribunal Coostitucional dado que cumple Ios requisilos de procedibilidad
eslablecido por el afticulo 202, numeral 2 dc la Constitución política y el
artículo l8 del Código Procesal Constirucional.

e) 11 pago de costos fbrma partc de la esfera de rcclamo de tutela del derecho
fundamental invocado, que corresponde ser otorgado cuando se demuestra Ia
existencia del acto lesivo denunciado- Dicha cuestión no solo es indiscutible e
innegable en estos autos, sino que también se constituye en un mecanismo
disuasivo idóneo contra todo tipo de agente lesivo estatal o particular a fin de
que evitc, cn lo sucesivo. amenazas, conductas u omisiones lesivas de los
derechos i'undamentalcs.

f) EI artículo 56 del Código Procesal Constitucional disponc:

Si la sentencia declara fundada la demanda, se impondrán las costas y costos
que el Juez cstablezca a la autoridad, luncionario o persona demandada. Si el
amparo fuere desestimado por el Jr¡ez, éste podrá condenar al demandante al
pago de costas y costos cuando estime qlre incurrió en manifiesta temeridad.
En los procesos constitucionales cl Estado solo puede ser condcnado al pago dc
costos.
En aquello que no esté exprcsamente establecido en la presente Ley, los costos
sc regulan por los artículos 410 al ,11 9 del Código Procesal Civil.

Como es de verse, este arlículo dispone la obligatoriedad de ordenar el pago de
costos paocesales ante el supuesto de declararsc fundada la demanda constitucional.
por ser este mandato la consecuencia legal dc la estimación de una demanda, efecto
que es aplicable incluso cn Ios supuestos de allanamicnto. Conforme lo he puesto de
manifiesto, el allanamiento implica el reconocimiento de la conducta lesiva
realizada por la parle emplazada; hecho que, aun cuando haya permitido resolvcr
prontamente la pretensión, no significa quc la ONP no haya alectado el derecho
lundamental invocado por el recurrente.'fodo lo contrario, el desintcrés de Ia
emplazada lo obligó a solicitar tutela judicial para acceder a la restitución de su
derecho, lo cual le generó gastos que debcn ser ¿sumidos por ella a modo de
condena por dicho accionar lesivo. Por ello, no resulta aplicable lo previsto en el
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Por todas estas razones, mi voto es porque sc declare [undada la demanda en el extremo
matcria del recurso de agravio constilucional. Esto es, que se condcnc a la ONP al pago de
costos procesales en aplicación del a(ículo 56 dcl Código Procesal Constit!¡cional.

articulo 413 del Código Procesal Civil, puesto que no exisle un vacio o defecto
legal que permita la aplicación supletoria de dicho código en cuanto al pago de
costos del proceso. Admitir lo contrario supondría aplicar una norma procesal
contraria a los fines dc la tutela que brinda la .lurisdicción constitucional,
tergiversando la naturaleza dc los procesos constitucionales.

6. Sentido de mi voto

Sr

BLUME FORTINI

Lo que certifico:

@'
^i

.1¿-i(..t. f I 1,4.. t............
L4dió REATÉGUI APAZA
SB.r.r¿lo d6 I. 86lq Sogurda
f Rrsula!col¡gf lfuctoNAt
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VOTO DEL MAGISTRADO FE,RRERO COSTA

Con el mayor respeto por la posicióu de mis colegas magistrados, emito el presente voto
singular. pues considero qr¡e la Oficina de Normalización P¡evisional (ONP) debe ser

condcnada al pago de los costos procesales, en aplicación del artículo 56 del Código
Procesai Constitucional, aun cuando se haya allanado a la dcmanda denho del plazo
para contestarla. Sustento mi opinión en lo siguientel

El hecho de que la emplazada se haya allanado en los téminos que expresa el último
pánafo del artículo 413 del Código Procesal Civil, no significa que no haya

vuinerado cl derecho invocado por el demandante. Dicho allanamiento implica, por

el contrario, un reconocimiento de la conducta lcsiva por parte de la entidad
cmplazada, la cual ge[e¡ó precisame¡']te la necesidad del demandante de solicitar
tutela judicial mediantc el prcscntc proceso conslilucional, con los consecucntcs
costos que elJo implica.

2. De otro lado, la decisión de exceptua. a ia entidad emplazada de la condena al pago

de costos en atención a su allanamiento, puede traer como consecuencia la
gcncración de un desincentivo a la ONP para atender solicitudes de información
como lá planteada por el demandante.

3. El referido desincentivo consisti a en que la ONP ya no estaría intcresada cn ate¡der
oportunamente tales solicitudes, pues sabria que esta dcsatención daria lugar a un
proceso judicial en su contra cuya conclusión puede lograr posteriormente sin costo
alguno a través de1 allanamiento, con el coüsecuente perjuicio a los ciudadanos.
quienes, a la par de ver vulneaado su derecho constitucional a la aulodeteminación
informativa, se verían obligados a asumir también cl costo procesal por dicha
afectación.

4. Cabc considerar también que la interposición de demandas de habeas d¿rla

originadas por esta conducta de la ONP, podria dar lugar a un injustiñcado
incremento de la carga procesal de la jurisdicción constitucional, en perjuicio dc la
atención dc aquellas causas que rcquicren de tutcla urgente.

Por estos fundamentos, considcro que sc debc dcclara¡ FUNDA[)O el cxtremo matcria
dcl recurso de agravio constitucional, y, consecuentemente, ORDENAR a la ONP que
pague los costos procesales a f'avor del demandante.
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